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APELACIÓN 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala Superior de San 
Juan. 
 
 
Civil núm.:   
K AC2011-1122. 
 
 
Sobre:  
Incumplimiento de 
contrato. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

El 5 de agosto de 2016, el Sr. Ángel Ruiz Rivera (Sr. Ruiz), por 

derecho propio, y el Instituto de Educación Universal, por conducto de su 

representación legal, instaron, de manera conjunta, la presente 

                                                 
1
Este caso se reasignó al Panel VII de la Región Judicial de Bayamón por motivo de la 

pre inhibición de varios jueces de este Tribunal.    
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apelación2.  En síntesis, impugnaron la Sentencia emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, el 30 de junio de 2016, 

notificada el 8 de julio de 2016.  Mediante esta, el foro apelado desestimó 

por prescripción la demanda instada por estos. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

desestimamos el recurso ante nuestra consideración, toda vez que 

carecemos de jurisdicción para atenderlo en sus méritos.  

I. 

El 14 de octubre de 2011, el Sr. Ángel Ruiz Rivera (Sr. Ruiz), por 

derecho propio, instó una Demanda por incumplimiento de contrato en 

contra de la parte demandada-apelada del epígrafe.  En síntesis, adujo 

que los abogados demandados incumplieron los términos del contrato de 

servicios profesionales suscrito entre las partes litigantes.  Esto, al haber 

prestado una representación legal deficiente en un procedimiento 

administrativo, llevado a cabo ante el Departamento de Educación 

federal, en contra del Sr. Ruiz y del Instituto de Educación Universal.    

Contestada la demanda, el 13 de febrero de 2014, la parte 

demandada-apelada presentó una moción de desestimación, en la que 

planteó que la causa se acción estaba prescrita.  A tales efectos, aseveró 

que la demanda aducía un reclamo por impericia profesional, cuyo 

término prescriptivo era el establecido en el Art. 1868 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 5298, para las acciones en las que se exige responsabilidad 

civil extracontractual.  Es decir, un (1) año desde que el agraviado 

conoció del daño.  Por ello, aseguró que la supuesta representación legal 

inadecuada cesó allá para diciembre de 1995.   

En oposición, el Sr. Ruiz sostuvo que la reclamación surgía al 

amparo de una relación contractual, por lo que el término prescriptivo 

aplicable era el de quince (15) años dispuesto en el Art. 1864 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 5294.  Además, arguyó que dicho término quedó 

                                                 
2
 La Regla 17 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, dispone 

que si dos o más personas tuviesen derecho a apelar una sentencia y sus derechos 
fuesen tales que la acumulación fuese factible, podrán presentar un escrito de apelación 
conjunto y podrán comparecer subsiguientemente como una sola parte apelante. 
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interrumpido por la presentación de una demanda ante el foro federal el 

12 de noviembre de 2010.     

Así las cosas, previa autorización del foro de instancia, el 24 de 

marzo de 2014, el Sr. Ruiz y el Instituto de Educación Universal 

presentaron una demanda enmendada conjunta, en la que reiteraron las 

alegaciones de la demanda original.          

Entonces, la parte demandada-apelada solicitó la desestimación de 

la demanda en cuanto al Instituto de Educación Universal.  En primer 

lugar, reiteró que la causa de acción estaba prescrita por haber 

transcurrido el término de un (1) año establecido por el Código Civil para 

exigir responsabilidad civil extracontractual.   

De otra parte, adujo que, de tomar como cierta la teoría de que la 

reclamación era una de incumplimiento de contrato, la supuesta 

interrupción del término prescriptivo de quince (15) años, solo surtiría 

efectos en cuanto al Sr. Ruiz, ya que el Instituto de Educación Universal 

no fue una parte demandante en el pleito federal.    

Conforme surge de la Sentencia apelada, el Instituto de Educación 

Universal presentó una oposición a la desestimación interpuesta en su 

contra.  En ella, reprodujo los argumentos contenidos en la oposición del 

Sr. Ruiz.   

Finalmente, el foro primario emitió la Sentencia apelada.  En esta, 

concluyó que la causa de acción instada en contra de la parte 

demandada-apelada era una de impericia profesional, a la que le aplicaba 

el término prescriptivo de un (1) año desde que el agraviado conoció el 

daño, según dispuesto en el Art. 1868 del Código Civil.   

De esta forma, luego de examinar las alegaciones de la demanda e 

interpretarlas de la manera más favorable para la parte reclamante; es 

decir, de computar dicho término a partir de la fecha en que la parte 

demandada-apelada facturó por sus servicios profesionales (16 de 

octubre de 1996), resolvió que la acción se presentó fuera del plazo 

prescriptivo de un (1) año, sin que este fuera interrumpido.  En 
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consecuencia, desestimó la demanda enmendada conjunta, por 

encontrarse prescrita.   

Inconforme, el Sr. Ruiz por derecho propio, y el Instituto de 

Educación Universal, por conducto de su representación legal, instaron 

ante nos un escrito conjunto de apelación.  En él, formularon la comisión 

del siguiente error: 

Erró el TPI al determinar que la causa de acción había 
prescrito, debido a que la Demanda es una por violación de 
contrato y por ende lógica y naturalmente es una de daños 
contractuales, o ex contractu, por lo que a fortiori su término 
prescriptivo es de quince (15) años según ordena nuestro 
Código Civil.      

 
Hay que apuntar que la parte apelante no canceló los aranceles 

correspondientes a la presentación del recurso conjunto.   

II. 

A. 

La doctrina prevaleciente dispone que los tribunales tenemos la 

obligación de ser los guardianes de nuestra propia jurisdicción.  También, 

que la ausencia de jurisdicción no puede ser subsanada, ni un tribunal 

asumirla, atribuírsela o arrogársela cuando no la tiene.  Martínez v. Junta 

de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980); Maldonado v. Pichardo, 104 

DPR 778, 782 (1976).  

Una de las instancias en que un tribunal carece de jurisdicción es 

cuando se presenta un recurso tardío o prematuro, pues “[…] adolece del 

grave e insubsanable defecto de privar de jurisdicción al tribunal al cual se 

recurre […] puesto que su presentación carece de eficacia y no produce 

ningún efecto jurídico […]”.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 

83, 98 (2008).  Al igual que un recurso presentado prematuramente, un 

recurso tardío adolece del grave e insubsanable defecto de falta de 

jurisdicción.  Como tal, su presentación carece de eficacia. 

A su vez, es norma reiterada que la falta de jurisdicción sobre la 

materia: (1) no es susceptible de ser subsanada; (2) las partes no 

pueden voluntariamente otorgarle jurisdicción sobre la materia a un 

tribunal ni el tribunal lo puede hacer motu proprio; (3) los dictámenes 
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son nulos (nulidad absoluta); (4) los tribunales deben auscultar su propia 

jurisdicción; (5) los tribunales apelativos deben examinar la jurisdicción 

del foro de donde procede el recurso y, (6) el planteamiento sobre 

jurisdicción sobre la materia puede hacerse en cualquier etapa del 

procedimiento por cualquiera de las partes o por el tribunal motu proprio.  

Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991).   

De determinarse que no hay jurisdicción sobre un recurso o sobre 

una controversia determinada, procede su desestimación.  González v. 

Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 855 (2009).  Por su parte, la 

Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 83 (C), nos permite desestimar un recurso de apelación o 

denegar un auto discrecional, a iniciativa propia, por los motivos 

consignados en el inciso (B) de la Regla 83.  En específico, la Regla 83 

(B) (1), provee para la desestimación de un pleito por falta de jurisdicción. 

B. 

 La Regla 52.2 de las de Procedimiento Civil, dispone: 

(a) Recursos de apelación.- Los recursos de apelación al 
Tribunal de Apelaciones o al Tribunal Supremo para revisar 
sentencias deberán ser presentados dentro del término 
jurisdiccional de treinta (30) días contados desde el 
archivo en autos de copia de la notificación de la sentencia 
dictada por el tribunal apelado. 
 
.              .            .             .            .            .            .             .  

 
32 LPRA Ap. V, R. 52.2.  (Énfasis nuestro).  

C. 

 La Sec. 5 de la Ley Núm. 17-2015, según enmendada3, dispone 

que: 

Todos y cada uno de los documentos o escritos que 
requieran el pago de derechos para su presentación ante el 
tribunal serán nulos y sin valor y no se admitirán como 
prueba en juicio a menos que dicho pago esté debidamente 
evidenciado, conforme a las normas que a tales fines 
establezca el(la) Juez(a) Presidente(a) del Tribunal 
Supremo o la persona en quien éste(a) delegue. 

 
32 LPRA sec. 1481. 

                                                 
3
 Véase, Ley Núm. 47-2009, 32 LPRA sec. 1477 et seq. 
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 El pago de los aranceles de presentación constituye un requisito 

para el perfeccionamiento de cualquier recurso.  M-Care Compounding et 

al. v. Depto. Salud, 186 DPR 159, 174 (2012).  Dicha obligación persigue 

cubrir los gastos asociados a los trámites judiciales.  Id.  El Tribunal 

Supremo ha sido consecuente, a los efectos de que las partes litigantes 

deben “observar rigurosamente los requisitos reglamentarios para 

perfeccionar los recursos ante este Tribunal y ante el Tribunal de 

Apelaciones”.  Id., a la pág. 176.   

En su consecuencia, el Tribunal Supremo ha “hecho valer 

repetidamente el mandato estatutario de que es nulo e ineficaz un escrito 

judicial presentado sin los sellos de rentas internas que la ley ordena 

cancelar”.  Id.  No obstante ello, tanto la ley como la jurisprudencia han 

reconocido excepciones.  A saber:  

La propia ley reconoce como excepción que una persona 
indigente queda exenta del pago de aranceles.  Nuestra 
jurisprudencia ha reconocido esa excepción.  A su vez, 
como corolario de lo anterior, hemos dispuesto también por 
excepción que si una persona solicita por primera vez en la 
etapa apelativa que se le permita litigar como indigente, sin 
que medie fraude o colusión de su parte, y el tribunal 
rechaza su petición, no se desestimará su recurso si 
presenta los aranceles correspondientes después de 
vencido el plazo apelativo, una vez se deniega la solicitud 
para litigar in forma pauperis. 
 
También hemos dispuesto como una excepción a la regla de 
nulidad que la desestimación no procede cuando la 
deficiencia arancelaria ocurre sin intervención de la parte ni 
intención de defraudar, sino por inadvertencia de un 
funcionario judicial, que acepta por equivocación un escrito 
sin pago alguno o por una cantidad menor de los aranceles 
que corresponden.  Tampoco es nulo el escrito judicial si la 
insuficiencia se debió a las instrucciones erróneas del 
Secretario del tribunal, sin intervención de la parte, colusión 
o intención de defraudar. 
 
Por eso, hemos señalado que “[s]i el propósito de la ley es 
proteger los derechos del estado y evitar fraudes al erario 
público, no parece lógico que una vez cubiertos los 
derechos, una parte que en nada se perjudica pueda 
aprovecharse del error alegando que la actuación judicial es 
nula desde su origen”.  Así, en estos casos, el error puede 
subsanarse por la parte que adeuda el pago del arancel. 
 
En cambio, cuando el error en el pago de aranceles se 
debe a la parte o su abogado no se reconoce excepción 
sino que estamos ante la situación que la ley regula: un 
documento que carece de los aranceles 
correspondientes.  Por disposición de ley, el documento 
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es nulo y por consiguiente, carece de validez.  Incluso, si 
un funcionario del tribunal acepta la insuficiencia 
“deliberadamente” comete delito menos grave. 

 
M-Care Compounding et al. v. Depto. Salud, 186 DPR, a las págs. 176-
177.  (Énfasis nuestro). 
 

En particular, la Regla 14(B) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 14(B), requiere que el original del 

recurso de apelación contenga su correspondiente arancel4.   

III. 

Cual citado, el pago de los aranceles de presentación 

constituye un requisito para el perfeccionamiento de cualquier 

recurso.  El Tribunal Supremo ha opinado que, cuando el error en el 

pago de aranceles se debe a la parte o a su abogado, como en la 

presente controversia, no se reconoce excepción, sino que estamos ante 

la situación que la ley regula: un documento que carece de los aranceles 

correspondientes.  Por disposición de ley, el documento es nulo y, por 

consiguiente, carece de validez.   

A su vez, los recursos de apelación deberán ser presentados 

dentro del término jurisdiccional de treinta (30) días desde la fecha del 

archivo en autos de copia de la notificación de la sentencia.  Con relación 

a ello, la Regla 14(B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

requiere que el original del recurso de apelación contenga su 

correspondiente arancel.    

De los autos ante nuestra consideración surge que la Sentencia 

apelada fue notificada el 8 de julio de 2016.  El recurso de apelación 

conjunto fue presentado el 5 de agosto de 2016.  En él, comparecieron el 

Sr. Ruiz, por derecho propio, y el Instituto de Educación Universal, por 

conducto de su representación legal; ambos suscribieron el escrito 

conjunto de apelación.  Sin embargo, ninguno canceló los aranceles 

correspondientes dentro del plazo aplicable para el perfeccionamiento del 

                                                 
4
 La Regla 14(B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece, en lo pertinente, 

que, “[d]e presentarse el original del recurso de apelación en la Secretaría del Tribunal 
de Apelaciones junto con el arancel correspondiente, la parte apelante deberá notificar la 
cubierta o primera página del escrito de apelación debidamente sellada con la fecha y 
hora de presentación, […]”.  4 LPRA Ap. XXII-B, R. 14(B).    
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recurso.  El Sr. Ruiz, por razón de que solicitó se le eximiera del pago de 

los aranceles5, y, en cuanto al Instituto de Educación Universal, que 

compareció por conducto de su abogado, desconocemos por qué razón 

se atribuyó el derecho a tal exención. 

Cual citáramos previamente, la Regla 17 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, dispone que, si dos o más 

personas tuviesen derecho a apelar una sentencia y sus derechos fuesen 

tales que la acumulación fuese factible, podrán presentar un escrito de 

apelación conjunto y podrán comparecer subsiguientemente como una 

sola parte apelante.  No obstante ello, tal autorización no se extiende a 

eximir de la cancelación de los aranceles correspondientes a aquella 

parte que comparece por conducto de su representante legal y a quien no 

le ampara el derecho a litigar in forma pauperis.  Opinamos que permitir 

tal conducta vulnera los propósitos de la Ley de Aranceles y lo dispuesto 

por el Tribunal Supremo en M-Care Compounding et al. 

Por consiguiente, es evidente que el recurso de apelación no fue 

presentado adecuadamente dentro del término jurisdiccional de treinta 

(30) días.  Ello privó de jurisdicción a este Tribunal, toda vez que la 

presentación del recurso adoleció de ineficacia.  Así pues, estamos 

impedidos de atender la presente controversia, ya que carecemos de 

jurisdicción en este caso y estamos obligados a desestimarlo6.   

Recordemos que la doctrina prevaleciente dispone que los 

tribunales tenemos la obligación de ser los guardianes de nuestra propia 

jurisdicción.  La ausencia de jurisdicción no puede ser subsanada, ni un 

tribunal asumirla, atribuírsela o arrogársela cuando no la tiene, por lo que 

procede la desestimación del presente recurso.   

 

 

 

                                                 
5
 Véase, nota al calce núm. 6, infra. 

 
6
 Por lo que se refiere a la Declaración en Apoyo de Solicitud para Litigar como Indigente 

(In Forma Pauperis) presentada por el Sr. Ruiz, la denegamos. 
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IV. 

 A la luz de lo antes expuesto, desestimamos el recurso ante 

nuestra consideración por falta de jurisdicción, por insuficiencia 

arancelaria. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


